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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 50 DE 2023 SENADO

por el cual se adoptan medidas para garantizar los derechos de los consumidores, reducir riesgos 
sanitarios y mejorar el bienestar de las gallinas ponedoras, pollos broiler y hembras porcinas usadas en 

producción pecuaria, y se dictan otras disposiciones.
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SECCIÓN DE LEYES 
  

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN          
LEYES 

 
Bogotá D.C., 31 de Julio de 2023  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.050/23 Senado “POR EL CUAL SE 
ADOPTAN MEDIDAS PARA GARANTIZAR LOS DERECHOS DE LOS 
CONSUMIDORES, REDUCIR RIESGOS SANITARIOS Y MEJORAR EL BIENESTAR 
DE LAS GALLINAS PONEDORAS, POLLOS BROILER Y HEMBRAS PORCINAS 
USADAS EN PRODUCCIÓN PECUARIA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, 
me permito remitir a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada 
el día de hoy ante la Secretaria General del Senado de la República por la Honorable 
Senadora ANDREA PADILLA VILLARRAGA.  La materia de que trata el mencionado 
Proyecto de Ley es competencia de la Comisión QUINTA Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y 
Legales. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 31 DE 2023 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión QUINTA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
IVÁN LEONIDAS NAME VÁSQUEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 

 
GREGORIO ELJACH PACHECO 

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S

CONCEPTO JURÍDICO ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPRESARIOS DE COLOMBIA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 081 DE 2022 SENADO

Convenio 183 OIT.

 

 
Convenio 183 OIT 

 
(Proyecto de Ley No. 081 de 2022 Senado) 

  
La Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), inspirada en el bien 
común, en la democracia participativa y en la búsqueda del mayor desarrollo y 
beneficio social para los colombianos, manifiesta su preocupación frente a la 
aprobación del Convenio 183, relativo a la revisión del Convenio sobre la Protección 
de la Maternidad, adoptado por la Octogésima Octava (88ª) Conferencia Internacional 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Ginebra, Suiza, con fecha 15 de 
junio de 2000. 
 
A continuación, planteamos los argumentos de inconveniencia de la aprobación del 
Convenio 183 de la OIT: 
 

I. Lo planteado en el Convenio ya se encuentra protegido en nuestra 
Constitución y en la legislación: 

 
El Convenio 183 busca que todo miembro, previa consulta con las organizaciones 
representativas de empleadores y trabajadores, adopte las medidas necesarias para 
garantizar, entre otros contenidos, que no se obligue a las mujeres embarazadas o 
lactantes a desempeñar un trabajo que haya sido determinado por la autoridad 
competente como perjudicial para la salud o la de su hijo, o respecto del cual se haya 
establecido mediante evaluación que conlleva un riesgo significativo para la salud de 
la madre o del hijo; que se brinde una adecuada licencia de maternidad; que durante 
dicha licencia la mujer tenga un ingreso digno; que se garantice el tiempo de licencia 
en caso de complicaciones derivadas del embarazo; que no se impongan barreras de 
acceso al empleo a mujeres en estado de embarazo o lactantes; que no pueda 
despedirse a ninguna mujer en razón de su estado de embarazo; y que se garanticen 
horarios y condiciones adecuadas durante el período de lactancia. 
 
En este sentido, es importante mencionar que nuestro país ya ha tomado medidas 
tendientes a garantizar la protección de la maternidad. 
 
El artículo 42 de la Constitución reconoce a la familia como el núcleo fundamental de 
la sociedad bajo especial protección por parte del Estado. Así mismo, el artículo 25, 

 

reconoce el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas y se le entrega una 
especial protección por parte del Estado. En ese sentido, es posible concluir que desde 
una norma superior como la constitucional, se garantiza el derecho a la familia y al 
trabajo en condiciones dignas, lo que se armoniza a lo largo del ordenamiento jurídico. 
 
En materia de estabilidad laboral, el Convenio indica que está prohibido el despido de 
una mujer embarazada, en licencia o en lactancia, salvo por motivos que no estén 
relacionados con el embarazo, el nacimiento del hijo o la lactancia. La normatividad 
colombiana va más allá, pues el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo 
establece una prohibición de despido a cualquier trabajadora por motivo de embarazo 
o lactancia sin previa autorización del Ministerio del Trabajo que evalúe una justa 
causa. Así mismo, las trabajadoras que sean despedidas sin autorización de las 
autoridades competentes tienen derecho a 60 días de salario fuera de las 
indemnizaciones y prestaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de 
trabajo. Finalmente, cabe mencionar que en la Sentencia SU-070 de 2013, la Corte 
Constitucional señaló que existe protección a la mujer embarazada incluso cuando el 
empleador desconoce su estado de embarazo.  
 
Adicionalmente, el artículo 10 del Convenio expresa que toda mujer tiene derecho a 
una o varias interrupciones por día, o una reducción diaria del tiempo de trabajo para 
la lactancia de su hijo, y remite a la legislación y práctica nacional lo relacionado al 
número y a la duración de esas interrupciones. Para el caso colombiano, el artículo 
238 del Código Sustantivo del Trabajo, otorga dos descansos remunerados de 30 
minutos cada uno durante la lactancia. Igualmente, la Ley 1823 de 2017 indica que las 
empresas deben proveer salas especiales de lactancia a sus trabajadoras. 
 
En relación con la duración de la licencia de maternidad, el Convenio indica que los 
Estados deben garantizar a las mujeres un periodo de 14 semanas de licencia. Sobre 
este particular, la ley 1822 de 2017 amplió la licencia de maternidad a 18 semanas, y 
la ley 2114 de 2021 que modificó la ley 1822 de 2017, crea la licencia de paternidad, 
otorgando 2 semanas de licencia remunerada al padre, la cual será ampliada hasta 
llegar a 5 semanas, atendiendo a la reducción de la tasa de desempleo estructural, y 
crea la licencia parental compartida, en la cual los padres podrán distribuir libremente 
las últimas 6 semanas de la licencia, siempre que la madre tome las primeras 12 
semanas de licencia y no se intercalen ni se tomen de manera simultánea los periodos 
de licencia. 
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Finalmente, cabe mencionar que el Congreso aprobó en el año 2022 la ley 2244, la 
cual tiene por objeto el reconocimiento y el derecho de la mujer durante el embarazo 
al trabajo de parto, parto, post parto y duelo gestacional y perinatal con libertad de 
decisión, conciencia y respeto; así como reconocer y garantizar los derechos de los 
recién nacidos. 
 
Es claro que el Congreso ya ha adelantado una serie de medidas para la protección 
de la maternidad de las mujeres, por lo que las normas colombianas dan una adecuada 
protección a la mujer en estado de embarazo, en muchas materias, aun por encima de 
las previsiones del Convenio 183, por tanto, su ratificación no es necesaria dado que 
este es un Convenio flexible, que respeta las definiciones y términos generales que 
cada Estado regula. 
 

II. La presentación del proyecto que busca la ratificación de este convenio 
no responde al espíritu tripartito y de diálogo social inspirado en la OIT y 
recogido por nuestra legislación:          

 
Las normas internacionales del trabajo son instrumentos jurídicos preparados por los 
mandantes de la OIT (gobiernos, empleadores y trabajadores) que establecen 
principios y derechos básicos en el trabajo. Las normas se dividen en convenios, que 
son tratados internacionales jurídicamente vinculantes que pueden ser ratificados por 
los Estados Miembros, y estos a su vez se dividen en fundamentales, de gobernanza 
o prioritarios y técnicos. 
 
El Estado colombiano ratificó el Convenio 144 sobre la consulta tripartita en 1991, 
considerado de gobernanza o prioritario, habida cuenta de su importancia para 
el funcionamiento del sistema de normas internacionales del trabajo. Dicho 
Convenio en el artículo 2º establece que: “Todo Miembro de la Organización 
Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio se compromete a poner 
en práctica procedimientos que aseguren consultas efectivas, entre los representantes 
del gobierno, de los empleadores y de los trabajadores, sobre los asuntos relacionados 
con las actividades de la Organización Internacional del Trabajo a que se refiere el 
artículo 5”. 
 
El artículo 5 mencionado indica que el objeto de los procedimientos previstos en el 
presente convenio será el de consultar sobre: “las propuestas que hayan de 
presentarse a la autoridad o autoridades competentes en relación con la sumisión de 

los convenios y recomendaciones, de conformidad con el artículo 19 de la Constitución 
de la Organización Internacional del Trabajo”. 
 
Por lo anterior, este convenio no puede ser desconocido. De ahí que Colombia al 
ratificar los convenios de la OIT, que nacen del espíritu tripartito que inspira este 
organismo internacional, deben seguir el procedimiento que los mismos mandantes 
han establecido y por lo tanto en nuestro caso, deben ser objeto de revisión y discusión 
en el marco de la Comisión de Políticas Salariales y Laborales, instancia creada por 
nuestra Constitución.  
 
Así mismo, vale la pena señalar que, sobre la materia relativa a consultas tripartitas, 
el Comité de Libertad Sindical ha tenido los siguientes pronunciamientos: 
 
“1540. El Comité ha señalado a la atención de los gobiernos la importancia de una 
consulta previa con las organizaciones de empleadores y de trabajadores antes de 
que se adopte cualquier ley en el terreno del derecho del trabajo.” 
 
“1547. El proceso de consulta en materia legislación y en cuanto a la determinación de 
los salarios mínimos contribuye a que las leyes, programas y medidas que las 
actividades públicas tengan que adoptar o aplicar tengan un fundamento más sólido y 
sean mejor respetados y aplicados. En la medida de lo posible el Gobierno debería 
apoyarse en el consentimiento general ya que las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores deben poder participar en la responsabilidad de procurar el bienestar, 
y la prosperidad de la comunidad en general. Ello es particularmente válido si se tiene 
en cuenta la complejidad creciente de los problemas que se plantean en las 
sociedades. Ninguna autoridad pública puede pretender concentrar la totalidad de los 
conocimientos ni suponer que lo que propone ha de cumplir en forma plenamente 
adecuada los objetivos perseguidos.” 
 
Es importante mencionar que en el 2021 el Estado colombiano y las centrales 
sindicales que representan a los trabajadores del Estado, llegaron a un acuerdo 
bipartito en el marco de la negociación colectiva estatal, en la cual, en el punto 9 del 
Acta final, el Ministerio del Trabajo se comprometió a radicar e impulsar en el Congreso 
los proyectos de ley de ratificación de los convenios 135, 183, 156 y 159. Este 
compromiso, asumido por el Estado colombiano como empleador, se realizó a pesar 
de que en las reuniones de la Subcomisión de Asuntos Internacionales los 
representantes de los empleadores manifestaron su negativa a la ratificación de 
nuevos convenios, y de allí se derivó la obligación del Ministerio del Trabajo de elevar 

la consulta a la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Laborales y 
Salariales. 
 
Es decir, este compromiso, asumido por el Estado colombiano como empleador, se 
realizó de forma bipartita y por fuera del marco de la Comisión Permanente de 
Concertación de Políticas Laborales y Salariales, hecho que además de 
desconocer las normas internacionales, constitucionales y legales en la materia, 
excluye del debate a los empleadores y trabajadores privados.  
 
Lo anterior, desconociendo el principio de tripartismo y de diálogo social en 
nuestro país, que tiene un mandato constitucional en el artículo 56 de la Carta 
Política, que creó la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y 
Laborales, como un escenario en el cual se busca fortalecer las buenas relaciones 
entre trabajadores y empleadores, contribuyendo de esta forma a la solución de 
posibles conflictos colectivos de trabajo, y también como un escenario obligado para 
concertar las políticas salariales y laborales. Este escenario está compuesto por 
representantes del Gobierno Nacional, representantes de los trabajadores y 
representantes de los empleadores. 
 
En ese orden de ideas queda en claro que la ratificación de convenios de la OIT así 
como la legislación que pretenda impulsarse en materia económica, social y laboral, 
antes de ser traída a debate en escenarios como el del Congreso, debe ser 
consultada con los representantes de empleadores y trabajadores en el marco 
del diálogo social, bajo el marco normativo nacional, la legislación internacional 
acogida por nuestro país, el espíritu tripartito inspirado por la OIT y el diálogo social y 
los pronunciamientos del Comité de Libertad Sindical. 
 
No debería pretenderse ratificar un Convenio de la OIT incumpliendo un convenio 
de gobernanza y prioritario, de gran importancia a nivel internacional como el 
Convenio 144 sobre consultas tripartitas, los preceptos constitucionales y 
normativos en la materia contenidos en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
III. La ratificación de nuevos convenios dificulta el cumplimiento de las 

obligaciones internacionales del Estado colombiano: 
  
Colombia ha ratificado cerca de 61 convenios, adquiriendo en ese sentido una gran 
cantidad de obligaciones de carácter nacional e internacional, en las que en muchas 
oportunidades ha visto desbordada su capacidad. Por ello, el ratificar convenios 

adicionales a los 61 ya mencionados, implica la adquisición de nuevas obligaciones, 
lo que puede resultar poco provechoso para el país, que aún se esfuerza por dar entero 
cumplimiento a las obligaciones impuestas por los convenios que hacen parte de la 
legislación interna.  
 
A su vez, la ratificación de nuevos convenios tiene implicaciones tales como: la 
adopción de las medidas necesarias para hacer efectivas las disposiciones del 
convenio ratificado; la presentación de una memoria anual, con la información que 
solicite el Consejo de Administración de la OIT sobre las medidas adoptadas para 
poner en ejecución los convenios adheridos; presentar los correspondientes 
descargos por las posibles reclamaciones presentadas por el incumplimiento de las 
obligaciones adquiridas; acoger las decisiones de la Corte Internacional de Justicia en 
relación con las quejas que sean de su conocimiento, entre otras. 
 
Observamos con preocupación que el proyecto que busca la ratificación del Convenio 
183 establece cargas adicionales al Estado colombiano ante los órganos de control de 
la OIT, por lo que, en lugar de entregar elementos nuevos a la legislación, abre la 
puerta para que se multipliquen las quejas en contra de Colombia ante los órganos de 
control. En concreto, para el caso de Colombia, este es uno de los países que más 
reporta procedimientos relativos a quejas en el Comité de Libertad Sindical, con más 
o menos 217 quejas presentadas, de las cuales se encuentran 20 activas, en 
seguimiento 21 y cerradas 176.   
 
La ANDI es respetuosa de todos los compromisos que adquiere nuestro país con esta 
organización del Sistema de Naciones Unidas. Por esta razón, en lugar de ratificar 
nuevos Convenios y adquirir nuevas obligaciones debemos evaluar el estado de 
cumplimiento de las obligaciones actuales, con el fin de hacer las actividades y 
esfuerzos necesarios para el adecuado cumplimiento de estas. 
 
Conclusión: 
  
En aras a los argumentos anteriormente expuestos, es evidente que la ratificación 
del Convenio 183 no responde al espíritu tripartito y de diálogo social inspirado 
en la OIT y recogido por la legislación colombiana, a la vez que dificulta el 
cumplimiento de las obligaciones internacionales en Colombia y ya hemos 
tomado medidas, que van más allá de lo que busca el Convenio, frente a la 
protección de la maternidad. 
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Por las razones expuestas anteriormente, solicitamos respetuosamente que antes de 
ratificar este convenio de la OIT, y los demás que surten actualmente en el 
Congreso, que nacen del espíritu tripartito que inspira este organismo internacional, 
debemos seguir el procedimiento que los mismos mandantes hemos establecido 
y por lo tanto deben ser objeto de revisión y discusión en el marco de la 
Comisión de Políticas Salariales y Laborales del Ministerio del Trabajo.

Cordialmente,

Alfonso Palacios Torres
Vicepresidente de Asuntos Jurídicos 

Julio de 2023.
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